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ASUNTO:

Se pronuncia esta Corporación en torno a la definición de competencia propiciada por el Juez Cuarto Penal Municipal, y el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de esta ciudad, para conocer de la acción de tutela interpuesta por la señora AMALFI DURANGO LÓPEZ en contra de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA y el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad.
ANTECEDENTES:

La señora Amalfi Durango López, actuando por intermedio de apoderado judicial, instauró acción de tutela en contra de la Secretaría de Educación del municipio de Pereira y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con la finalidad de que se le dé respuesta a un derecho de petición que presentó en la primera de ellas desde el 5 de marzo de 2018, encaminado a que se le hiciera entrega de unos certificados salariales.
La acción de tutela fue entregada en la Oficina Judicial el 21 de junio del año que avanza, correspondiéndole por reparto de ese día al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, Despacho que mediante auto del día siguiente resolvió abstenerse de conocer la acción constitucional y ordenó que la misma fuera devuelta a la oficina de reparto para que se le asignara su conocimiento a un Juzgado con categoría municipal, bajo el argumento de que la misma estaba dirigida a censurar las actuaciones de una entidad del orden municipal, afirmación que basó en los lineamientos del Decreto 1983 de 2017, artículo 1º numeral 1º. 
En ese orden de ideas, el 22 de junio del presente año se le repartió la acción constitucional al Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, y una vez recibidas las diligencias allí, el titular de ese Despacho mediante auto del mismo día señaló que el Juzgado inicial había cometido un error, por cuanto una de las accionadas, concretamente la Fiduprevisora S.A. es una entidad del orden nacional, por lo que, a voces del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, la competencia para dirimir el asunto radicaría en un Juzgado con categoría de Circuito y no en uno Municipal, como había señalado el remitente; además, aclaró que si bien en el asunto se encuentra también involucrada una entidad municipal, se debe acudir a lo contemplado en el numeral 11 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, según el cual, en aquellos eventos en que la querella de amparo se promueva en contra de varias autoridades de distinto nivel, deberá ser repartida al juez de mayor jerarquía; por tal razón, propuso el conflicto negativo de competencia que hoy nos ocupa.  
CONSIDERACIONES:
1. Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para decidir sobre el conflicto que se presenta, en virtud de lo estipulado por el inciso segundo, del artículo 18 de la Ley 270 de 1996, teniendo en cuenta que el mismo se ha suscitado entre dos Despachos judiciales que a pesar de su diferencia jerárquica, uno con categoría Municipal y otro del Circuito, corresponden al Distrito Judicial de Pereira en su especialidad penal.  
2. Problema jurídico:

Le Corresponde a esta Colegiatura dirimir la controversia suscitada entre los Jueces Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, originada en la declaratoria de incompetencia por parte del primero, y las razones aludidas por el segundo para no asumir el conocimiento del asunto, y considerar que quien debe tramitarlo es el Juez que inicialmente recibió las diligencias. 
3. Solución:

A efectos de resolver el presente asunto, es necesario recordar que las normas que en principio determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política, y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991, concretamente este último, señala que: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.”. 
Sumado a lo anterior, y a la luz del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, se han desarrollado de forma clara las normas de competencia que deben ser tenidas en cuenta por las oficinas judiciales en el momento de efectuar el reparto de las acciones de tutela que son recibidas allí, reglas que no deben ser desconocidas por el Juez constitucional, pues con ellas se garantiza la preservación del principio del “juez natural” y de contera, del derecho fundamental al debido proceso.   
De conformidad con tal marco normativo, lo primero que ha de decirse es que, si se revisan las pretensiones de la solicitud de amparo constitucional, puede establecerse con claridad que el municipio de Pereira no es la única entidad llamada a pronunciarse frente a los intereses que ha sacado a relucir el apoderado judicial de la señora Durango López, pues a pesar de que fue allí donde se radicó la solicitud, existe un trámite administrativo consagrado en el Decreto 2831 de 2005 para resolver las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, entre las que se encuentran incluidas las de certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional; así las cosas, según los lineamientos del mencionado Decreto, es evidente que para la resolución de la petición incoada por la parte accionante, deben intervenir de manera conjunta el FOMAG y el Organismo Territorial de Pereira.  
Dicho lo anterior, debe aclararse que el FOMAG es una cuenta especial de la Nación, perteneciente al sector descentralizado por servicios
 del orden nacional, administrada por la FIDUPREVISORA S.A., sociedad de economía mixta también del orden nacional, mientras que la Secretaría de Educación ante la cual se instauró la petición es una autoridad de rango municipal. 
Ahora, teniendo clara la naturaleza jurídica de las entidades involucradas en la acción tuitiva, se puede pasar a precisar a cuál de los Despachos en conflicto le corresponde asumir el conocimiento de la misma: 

· El artículo 1º del Decreto 1983 de 2017 indica en su numeral 1º que: “Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales.”
· Por su parte, el numeral 2º Ibídem, establece que: “Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.”
Visto lo anterior, encontramos que en la queja puesta bajo conocimiento de la judicatura por parte el accionante, se encuentran involucradas dos autoridades del orden nacional y una del orden municipal, situación que generaría incertidumbre para dilucidar quién sería el Juez competente para tramitar el asunto, si no fuera porque el mismo Decreto citado en precedencia previó este tipo de situaciones, y para el efecto, aclaró que: “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas en el presente artículo.”, como acertadamente lo expuso el titular del Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías. 
Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala concluye que el competente para conocer el trámite en primer grado es un juez con categoría de Circuito, que para el presente caso será entonces el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
Por lo anteriormente expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE:

PRIMERO: DEFINIR la competencia para conocer y tramitar en primera instancia la acción de tutela propuesta por el abogado Diego Alberto Medina Díaz, en calidad de apoderado judicial de la señora AMALFI DURANGO LÓPEZ en contra de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE PEREIRA, EL FOMAG y la FIDUPREVISORA, en cabeza del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD de Pereira. 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD de Pereira, para que de forma inmediata tramite la acción la presente acción de tutela, conforme a las previsiones del artículo 86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: ORDENAR que por Secretaría de esta Sala, se le comunique al Juzgado Cuarto Penal Municipal de esta ciudad, la decisión adoptada en esta providencia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ley 91 de 1989, artículo 3.
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